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I. Tesis e hipétesis. Criterios para la efectividad del principio de autonomia
financiera en la Comunidad Auténoma de Aragén

El articulo 48 del Estatuto de autonomia de Aragén dice lo siguiente: «A los
efectos de concretar lo dispuesto en el articulo anterior, y de forma especial la partici-
pacidn territorializada de Aragén en los tributos generales que se determine y las
condiciones para la aprobacién de recargos sobre tributos del Sistema Fiscal Gene-
ral, en el marco de lo dispuesto en el articulo 157.3 de la Constitucién y en la legis-
lacién que lo desarrolle, la Administracién General del Estado y la Comunidad Auté-
noma de Aragén suscribirdn un acuerdo bilateral que se formalizard en Comisién
Mixta y podrd ser revisado periédicamente de forma conjunta, deberd tener en
cuenta el esfuerzo fiscal de Aragén y atenderd singularmente los criterios de corres-
ponsabilidad fiscal y solidaridad interterritorial».'

1. El texto en cataldn es el siguiente: «A ['efecte de concretar el que es disposa en Larticle anterior, i
de manera especial la participacid territorialitzada de 'Aragd en els tributs generals que es determini i les
condicions per a l'aprovacid de recarrecs sobre tributs del Sistema Fiscal General, en el marc del que es dispo-
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La tesis mantenida en el presente trabajo, sin perjuicio de las argumentaciones
necesarias que se aduzcan como apoyo histérico o juridico, la exponemos sucinta-
mente a continuacién. Por un lado, el articulo 156 de la Constitucién reconoce la
autonomia financiera de las comunidades auténomas para el desarrollo y ejecucion
de sus competencias, cuya versién estatuaria posee fiel reflejo en el articulo 45 del
Estatuto de autonomfia de Aragén. Simultdneamente, el articulo 157.3 de la Cons-
titucién remite a ley orgdnica la regulacion del ejercicio de las competencias finan-
cieras, la resolucién de conflictos en la materia y las posibles formas de colaboracién
financiera entre las comunidades auténomas y el Estado. En cumplimiento y desa-
rrollo de ese mandato se dicté la Ley orgdnica de financiacién de las comunidades
auténomas (en adelante, LOFCA). Su articulo 1 reitera el principio de autonomia
financiera y su parte dispositiva instaura un régimen comun o general de financia-
cién autondémica, del cual se excluyen los sistemas forales de concierto y convenio
econdémico del Pafs Vasco y Navarra, respectivamente, y en el que se subrayan las
peculiaridades del régimen econémico-fiscal de Canarias, Ceuta y Melilla.

La LOFCA, no obstante, no agota por si misma la posibilidad de desarrollo
contenida en el citado articulo 157.3 de la Constitucién, ya que, si bien esta norma
— los acuerdos derivados del Consejo de Politica Fiscal y Financiera— responde a
un intento frustrado por alcanzar un amplio consenso politico sobre financiacién
autonémica, es obvio que cualquier otra ley orgdnica—y el Estatuto de autonomia
de Aragén se aprueba con rango de ley orgdnica— podria prever formas de colabo-
racién bilateral (sea con pactos, convenios, conciertos o acuerdos) entre el Estado y
una o varias comunidades auténomas, con cardcter complementario o alternativo
al sistema general previsto en la LOFCA. Precisamente esta ley indica, en su articu-
lo 1.2, que la financiacién de las comunidades auténomas se regird por lo dispuesto
en la misma y por el estatuto de cada una de esas comunidades. Y, en este sentido,
las previsiones del Estatuto de autonomia de Aragdn sobre la materia (que, recorde-
mos, no sélo tiene la condicién de ley orgdnica sino que, ademds, ostenta una posi-
cién preeminente sobre el resto de normas del mismo rango que forman el llamado
bloque de constitucionalidad) no estin contenidas o subsumidas en el sistema gene-
ral de la LOFCA sino que se sitdan por encima de ésta, y se aplican —o deben apli-
carse— preferentemente, no ya por efecto del principio de jerarquia, sino por el va-
lor institucional otorgado a un acto normativo complejo en el que han concurrido
las voluntades politicas de los poderes legislativos, estatal y autonémico.

Por otra parte, hay que traer a colacién la declaracién que efecttia la disposicion
adicional primera de la Constitucién sobre el amparo y respeto —la Constitucién no
puede reconocer algo preexistente— de los derechos histéricos de los territorios
forales, y que la actualizacién de los regimenes forales deberd llevarse a cabo en el
marco de la Constitucién y de los estatutos de autonomia. Esta posibilidad fue tras-
ladada a la disposicién adicional tercera del Estatuto de autonomia de Aragén, pre-
cisamente como una cldusula que pudiera abrir una posible devolucién de algunos

sa en larticle 157.3 de la Constitucid i en la legislacid que ho desenvolupi, I'Administracid general de I’Es-
tat i la Comunitat Autonoma d’Aragd subscriuran un acord bilateral que es formalitzari en Comissid Mixta
i podra ser revisat periodicament de forma conjunta, hauri de tenir en compte lesfore fiscal de I'Aragd i
atendri singularment els criteris de coresponsabilirat fiscal i solidarirat interterritorialb.
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de sus derechos histdricos y una reintegracién parcial —debidamente adecuada al
sistema constitucional— de su tradicional régimen foral. Al respecto, debe re-
cordarse que los llamados decretos de Conguista 'y de Nueva Planta (1707-1711)
derogaron el régimen foral aragonés, excepto el relativo al derecho privado, y en
particular las competencias soberanas y originarias en materia impositiva y recauda-
toria de la hacienda del Reino, cuyas Cortes votaban la compensacién al Estado es-
panol por los servicios prestados en su jurisdiccién territorial.

Asimismo, y a pesar de que la disposicién adicional primera de la Constitucién
es fruto de la denominada enmienda foral vasca, no existié voluntad del constitu-
yente para cerrar con numerus clausus la lista de posibles territorios forales. El Tribu-
nal Constitucional tampoco se ha atrevido a especular sobre su determinacién,
aunque sus referencias sean constantes y reiteradas al Pafs Vasco y Navarra, por ser
en estos territorios donde la foralidad se ha exteriorizado materialmente. Sf existid,
por el contrario, una meridiana voluntad del legislador posconstitucional para in-
cluir, en el Estatuto aragonés, el reconocimiento explicito de tal condicién, ya que
no puede interpretarse de otro modo el llamamiento a la actualizacién de sus dere-
chos histéricos que realiza la citada disposicién adicional tercera. Asf lo hace, tam-
bién, el articulo 13.2 del Cédigo civil, que contiene un reconocimiento implicito
de las provincias o territorios forales, condicién a la que Aragén deberfa haber acce-
dido a través de la asuncién de las competencias civiles residuales del articulo
149.1.8 de la Constitucidn.

El hecho de que los Decretos de Nueva Planta, que suprimieron los ordena-
mientos juridico-forales de los territorios de la Corona de Aragén, no hayan sido
derogados expresamente por la Constitucidn, que sf efectda, no obstante, esta sim-
bélica operacién de pérdida de vigencia respecto a las leyes derogatorias de los
fueros vascos, no obsta para que —por idénticas razones de indole histdrica y juri-
dica— pueda interpretarse que han sido afectados por la inconstitucionalidad
sobrevenida, o por la derogacién genérica implicita en el apartado 3 de la disposi-
cién derogatoria de la Constitucién.

Siguiendo en la linea de la interpretacién precedente, y por el constitucionali-
zado principio de autonomia financiera, integrado por una legitima actualizacién
del régimen foral histérico, la Comunidad Auténoma de Aragén podria reintegrar
perfectamente las competencias hacendisticas a través de un pacto o un convenio
fiscal y financiero con el Estado, no necesariamente similar al concierto vasco o al
convenio navarro, pero sf idéntico en cuanto a la filosofia soberanista en el orden
recaudatorio y cooperativista en el orden compensatorio.

Por dltimo, y para finalizar esta breve exposicién argumental, cabe sefialar que
los términos estatutarios del articulo 48 no ofrecen dudas sobre su alcance y obliga-
do cumplimiento, por mds que la forma prevista de materializacién no suponga no-
vedad alguna respecto al sistema de negociacién actual, y por mds que las posibles
consecuencias del acuerdo —caso de alcanzarse— no sean previsiblemente satisfac-
torias ni singularmente diferentes del régimen comun de financiacién autonémica.

Con todo, una negativa o un incumplimiento del deber de suscribir tal acuerdo
bilateral por parte de la Administracién del Estado, y prescindiendo de cualquier
forma de conciliacién arbitral o colegiada, podria judicializarse, por un lado, fo-
mentando la litigiosidad contenciosa, recurriendo, por ejemplo, los acuerdos del
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Consejo de Politica Fiscal y Financiera como actos de un érgano colegiado o im-
pugnando, en su caso, la propia inactividad de la Administracién del Estado a tra-
vés de la jurisdiccién contencioso-administrativa; y, por otro, planteando un con-
flicto constitucional de competencias, previo requerimiento al Estado. Asi, el
Tribunal Constitucional podria verse obligado a realizar una interpretacion esclare-
cedora y extensiva sobre cuestiones tan esenciales como la consideracién de las co-
munidades auténomas pertenecientes a la antigua Corona de Aragén como territo-
rios forales, la posible actualizacién de su régimen foral histérico y la reintegracién
de su tradicional hacienda concertada, con el consiguiente debate de fondo sobre el
tema —nunca cerrado de forma premeditada— de la financiacién autonémica y de
las distorsiones producidas por la coexistencia de dos sistemas tan diferenciados
como el comun y el foral.

II. El ordenamiento histérico-foral aragonés y la hacienda del Reino:
Cortes, Diputacién General y votacion de los servicios

1. La derogacién de los fueros’

La derogacién del régimen publico aragonés y la decadencia de su sistema foral
tiene un momento histérico determinante. Asi, extinguida la Casa de Austria por la
muerte de Carlos II sin sucesién, en virtud del testamento de éste accede al trono
Felipe IV (V de Castilla), de la francesa Casa de Borbdn, quien, a su llegada a Espa-
fia en 1701 convoca Cortes en Aragdn, las cuales no se celebran hasta el afio si-
guiente en virtud de una nueva convocatoria, bajo la presidencia de la reina Marfa
Luisa de Saboya en calidad de lugarteniente general de la Corona. En dichas Cor-
tes, protestadas como todas aquellas que se celebran sin la presencia personal del
rey, se prorrogan los fueros anteriores y se prevé una nueva reunién sin necesidad de
reiterar el llamamiento a la presencia del rey. La politica de la nueva dinastia es,
pues, de continuidad, llegdndose, incluso, a realizar importantes concesiones a Ca-
talufia. Sin embargo, dicha continuidad se rompe cuando, frente a Francia, algunas
de las grandes potencias europeas intervienen a favor de la candidatura del archidu-
que austriaco Carlos, y ésta recibe apoyo en Espafia de los territorios de la Corona
de Aragén. Cuando consigue una importante victoria en la batalla de Almansa, el
1707, por consejo de Luis XIV de Francia, monarca absolutista y centralizador, el
nuevo rey de Espafa dicta un Decreto desde el Buen Retiro de Madrid, el 29 de ju-
nio, que es completado por una Real cédula de 7 de septiembre, por los cuales que-
dan derogados los fueros de Aragén y de Valencia, y se reducen estos territorios a las
leyes y al gobierno de Castilla:

«[...] y tocdndome el dominio absoluto de los referidos reinos de Aragén y Va-
lencia, pues a la circunstancia de ser comprehendidos en los demds que tan legitima-

2. Las lecturas bdsicas en esta materia son las siguientes: Los fieros de Aragén, de Jests Lalinde
Abadia, Zaragoza, Libreria General, 1979; La derogacidn de los fueros de Aragén (1707-1711), Huesca,
Instituto de Estudios Altoaragoneses, 1986, y Los fueros de Aragén, de Jests Delgado Echeverria, Zara-
goza, CAI, 2000.
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mente poseo en esta Monarquia, se afiade ahora la del justo derecho de la conquista
que dellos han hecho dltimamente mis armas con el motivo de su rebelién [...].

»He juzgado por conveniente (asi por esto como por mi deseo de reducir todos
mis reinos de Espafia a la uniformidad de unas mismas leyes, usos, costumbres y
tribunales, goberndndose igualmente todos por las leyes de Castilla, tan loables
y plausibles en todo el universo) abolir y derogar enteramente, como desde luego
doy por derogados y abolidos, todos los referidos fueros, privilegios, pricticas y cos-
tumbres hasta aqui observadas en los referidos reinos de Aragén y Valencia; siendo
mi voluntad que éstos se reduzcan a las leyes de Castilla, y al uso, prdctica y forma de
gobierno que se tiene y se ha tenido en ella y en sus tribunales sin diferencia alguna.»

De este modo, el monarca considera que los habitantes de dichos territorios
han perdido sus fueros, privilegios, exenciones y libertades de que disfrutaban por
la rebelién, al faltar al juramento de fidelidad —cabe observar que el argumento del
delito de rebelién proporciona la causa para el recurso a la fuerza y la justificacién
de la guerra justa— que le habian prestado, estimando que retine dos titulos para
tomar la decisién que adopta, como los del dominio absoluto y el del derecho de
conquista. Aun cuando este dltimo titulo resulte mds que discutible, como siempre
sucederd cuando la violencia se constituya en fuente del derecho, el otro, ademis,
era histéricamente falso, ya que el monarca no habia heredado un dominio absolu-
to. Falsa era también la pretensién de que uno de los principales atributos de la so-
berania fuese la imposicién y derogacién de las leyes, pues si bien ello podia ser po-
sible en Castilla, no lo era en ninguno de los territorios de la Corona de Aragén, en
los que imperaba un concepto pactado de la ley.

En el referido Decreto el monarca estima conveniente reducir todos los reinos
de Espafia a unas mismas leyes, costumbres y tribunales y que se gobiernen por las
leyes de Castilla, que considera «loables y plausibles en todo el universo». A conti-
nuacion, el rey espafiol determina que el Gobierno de las Audiencias de Aragén y
de Valencia se ejerza a imagen del de las chancillerfas de Valladolid y de Granada,
«observando literalmente las mismas regalias, leyes, prdcticas, ordenanzas y costum-
bres que se guardan en éstas, sin la menor distincién y diferencia en nada», aunque
exceptia las cuestiones de competencia con la Iglesia.

No obstante, s6lo un mes después de la promulgacién del Decreto (conocido
también como Decreto de instauracion) y antes de promulgar la Real cédula, es decir, el
29 de julio del ano 1707, el monarca atempera su rigor y mantiene los privilegios,
exenciones, franquicias y libertades de que gozaban quienes se habfan mante-
nido con €l «muy finos y leales», esto es, quienes se habian rendido a los enemigos
s6lo por la fuerza, pese a que mantiene integramente la derogacién de los fueros y su
sustitucién por las leyes de Castilla. Precisamente la derogacién cuenta con el apoyo
del Consejo de Castilla, mientras que, l6gicamente, halla resistencia en el Consejo de
Aragén y su presidente.

La eficacia total de la derogacién de los fueros en Aragén no se produce hasta
el afio 1710, cuando el monarca ocupa la ciudad de Zaragoza, y el 3 de abril de
1711 se promulga un Real decreto para el establecimiento de un nuevo gobierno
y una organizacién (planta) interina de su Real Audiencia. El empleo de ese tér-
mino determina que éste y otros decretos dictados para la Corona de Aragén sean
conocidos como los Decretos de Nueva Planta. La Administracién se concreta en
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un comandante general para el gobierno militar, politico, econémico y guberna-
tivo, auxiliado de una Audiencia dividida en dos salas y presidida por un regente.
La designacién de personas para estos cargos se encomienda al arbitrio del rey,
sin que exista restriccién alguna en lo referente a la provincia, pais o naturaleza de
donde procedan dichas personas, que es siempre lo alegado por el monarca como
beneficio para los reinos y sus habitantes. De las dos salas, la de lo Criminal juz-
gard y determinard los pleitos «segin la costumbre y las leyes de Castilla», lo que
significa el mantenimiento de la derogacién de todos los fueros de cardcter penal.
Por el contrario, la Sala de lo Civil ha de juzgar los pleitos civiles «segtn las leyes
municipales de este Reino de Aragény, lo cual supone el restablecimiento del or-
denamiento foral o civil. Con la expresién leyes municipales se califican los orde-
namientos de los antiguos territorios de la Corona de Aragdén por oposicién al
derecho castellano, que es el considerado derecho comiin como ordenamiento del
rey de Espana.

El restablecimiento del ordenamiento foral aragonés se limita a cuestiones entre
particulares, ya que cuando una de las partes sea el Rey, juzgard la Sala de lo Civil se-
gun las leyes de Castilla. Los recursos y apelaciones en tercera instancia son decidi-
dos por el Consejo de Castilla, puesto que el Consejo de Aragén ha desaparecido, si
bien se ordena que en dicho Consejo los ministros que se retinan sean de los que es-
tén mds instruidos en las leyes municipales aragonesas. Todas las materias eclesidsti-
cas y cualesquiera regalfas, que antes eran administradas por el justicia de Aragén,
ya desaparecido, o por cualesquiera otros jueces, pasan ahora a la Audiencia nueva-
mente constituida o a las personas que designe el rey, quien se reserva la potestad de
alterar, variar o mudar en beneficio de su real servicio.

El 14 de septiembre de 1711 se crea otra sala de lo civil, al modo de la plan-
ta u organizacién de la Audiencia de Sevilla, lo que da lugar a numerosas dudas
resueltas por el rey mediante una Real resolucién. Se prescribe que no haya apela-
ciones al Consejo de Castilla, si bien podrdn interponerse recursos como en Sevi-
lla; los alcaldes no celebrardn audiencia o reunién tres tardes cada semana, porque
son para cuestiones civiles «y esto ha de correr segun los fueros de Aragén»; los al-
caldes de lo Criminal, que han de entender segin las leyes de Castilla, no inter-
vendrdn en cuestiones civiles, ya que se han de observar las de Aragén, y en este
territorio tiene que haber relatores, aunque no vengan establecidos en los fueros de
Aragén.

Todas estas disposiciones se recopilan como normas castellanas y cuando, en
1804, aparezca la denominada Novisima recopilacién de las leyes de Espania, figurardn
bajo la rdbrica De los fueros provinciales. Aragén seguird llamdndose reino sélo en
sentido erudito e histdrico, ya que se ha transformado en una provincia o distrito
administrativo de un reino unitario y centralizado, o en una regidn, cuando mds tar-
de, a partir de 1833, el pais quede dividido en distritos mds pequenos que se deno-
minardn también provincias, unidad bésica de la organizacién territorial y adminis-
trativa. Como tal provincia o como tal regién mantiene el ordenamiento foral en el
derecho civil y entre particulares de acuerdo con el Decreto de Nueva Planta, pero
ha desaparecido todo su régimen publico, viéndose el ordenamiento civil condena-
do a fosilizarse, por carecer de posibilidades de renovacién al haber quedado elimi-
nada la actividad legislativa propia. No sélo han desaparecido el Consejo Supremo
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de Aragdn, el virrey, el justicia y la Audiencia auténoma, sino también, y sobre
todo, las Cortes aragonesas, lo que impide la aparicién de nuevos fueros y la actuali-
zacion de los existentes.

2. La hacienda del Reino

Precisamente la desaparicién de las Cortes es lo que mayor incidencia tiene en
el sistema aragonés de imposicién y recaudacién. Las Cortes de Aragén histérica-
mente tuvieron atribuida la hacienda del Reino, auténomay permanente, gestiona-
da a través de un érgano delegado, la Diputacién General, que se encargaba de ha-
cer cumplir los acuerdos de las Cortes, en especial en materia fiscal. La Diputacién,
definitivamente configurada ya en el siglo XV, era un organismo de representativi-
dad estamental permanente, de cardcter fiscal, politico y administrativo, tanto en
asuntos internos como externos al Reino, cuya autoridad emanaba de las Cortes y
cuya actuacién consistia en cumplir y hacer cumplir los fueros y libertades del Rei-
no, de forma que servia de nexo en las relaciones entre éste y el rey. ?

En sus origenes, esta delegacion permanente de los brazos del Reino nace como
érgano ejecutor y fiscalizador de los servicios y subsidios que se otorgan al rey, espe-
cialmente para la contribucién del sostenimiento de las cargas militares. La delega-
cién de las Cortes para el control de la presién fiscal extraordinaria adquirié carta
de naturaleza institucional con motivo de la reunidén de las Cortes de 1364, en las
que se impone al Reino el impuesto de las generalidades, con cardcter permanente y
regular, que consiste en una tasa aduanera de productos importados y exportados.
Como los reyes de Aragén, y después de Espafia, acostumbraban a solicitar subsi-
dios econémicos para sus empresas, la representacién de los estamentos reunidos en
Cortes los concedfan, aunque su recaudacién corrfa a cargo de la Diputacién. Por
ello se buscé un impuesto general, a fin de que nadie pudiera eximirse del mismo,
que consistia en el pago por parte de todo el mundo de una tasa sobre los articulos
de comercio que entraban y salian de Aragén (de ahi el nombre de derecho de la ge-
neralidad o simplemente generalidades). Ademds del cobro de las generalidades, los
ingresos se completaban con los derivados de la emisién o venta de censales, multas,
legados o sobrantes. Su importe no se ingresaba directamente en el erario real sino
en el del Reino de Aragdn, con el que se cubrian las necesidades del General o de la
Generalidad del Reino y se abonaban posteriormente los servicios por soldadas, sa-
larios de funcionarios, correos, gastos de embajadas y otros.

La politica fiscal de las Cortes mediante los servicios concedidos al rey perduré
hasta la aplicacién de los Decretos de Nueva Planta. Las Cortes decidfan la partici-
pacién del Reino en los gastos comunes a través de la votacion de los servicios —de-
nominacién histérica aragonesa de la cuota (cupo)—, concedidos como subsidios
al rey o como compensacion por las actuaciones de su poder en territorio del Reino.

3. En este punto se ha seguido la crénica histérica de Enriqueta Clemente en Las Cortes de Ara-
gon en el siglo XVII: estructuras y actividad parlamentaria, Zaragoza, Cortes de Aragén, 1997, as{ como
las obras de Esteban Sarasa, Aragdn en el reinado de Fernando I: 1412-1416: Gobierno y Administra-
cién, Constitucidn politica, Hacienda real, Zaragoza, Institucién Fernando el Catélico, 1986, y Las

Cortes de Aragén en la Edad Media, Zaragoza, Guara Editorial, 1979.
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Y es opinién muy extendida en la actualidad que la reforma de la contribucién de
Aragén al sostenimiento de las crecientes cargas del rey y del Reino fue uno de los
mdviles determinantes de la Nueva Planta. Felipe IV (V de Castilla) se hizo eco en
esta materia de las numerosas opiniones y consejos que, a lo largo del siglo XVII, se
habian pronunciado exigiendo la incorporacién de los Reinos de la Corona de Ara-
gén al sistema recaudatorio del resto de Espafa.

De esta forma, Aragén perdié su hacienda auténoma, similar a la concertada
actual (aunque entonces simplemente derivaba de su preexistencia originaria y la
conservaba por su condicién de territorio foral). Durante los afios 1716y 1718 se
establecieron ciertas contribuciones directas sobre la riqueza. Desde entonces, se
contribuyd al Estado en equivalencia a las rentas provinciales, con otros impuestos
sobre el producto neto de cantidad fija, bajo la triple forma de real, industrial y perso-
nal que, baséndose en un censo, catastro o amejoramiento de propiedades, rique-
zas y jornales, se distribufan entre todos los stibditos aragoneses atendiendo a las
utilidades de tales valores o posesiones. No obstante, el sistema tributario de la Co-
rona de Aragdn siguié distinguiéndose del imperante en la Corona castellana, aun-
que la imposicién, recaudacién y administracién ya no correspondiesen a los poderes
publicos aragoneses, suprimidos o sometidos a los del Estado.

Finalmente, la reforma tributaria inaugurada el 23 de mayo de 1845 precisa-
mente tenfa por objeto sujetar todas las provincias espafiolas a un sistema fiscal uni-
forme y unitario, objetivo que sélo pudo conseguirse de forma parcial, puesto que
Navarra y las entonces Provincias Vascas conservaron su autonomia financiera,
mientras que los territorios de la antigua Corona de Aragén eran sometidos, ya de-
finitivamente y sin distincién alguna, a los imperativos y necesidades de la nueva
hacienda espanola.’

III. Actualizacién de los derechos histéricos y reintegracién del régimen foral
preexistente. La caracterizacién de la Comunidad Auténoma de Aragén
como territorio foral

1. La penetracion de la historicidad y de la foralidad en la Constitucion espaiiola

Segin su disposicién adicional primera, «la Constitucién ampara y respeta los
derechos histéricos de los territorios forales. La actualizacién general de dicho régi-
men foral se llevard a cabo, en su caso, en el marco de la Constitucién y de los esta-
tutos de autonomfia».” Esta disposicién, cuyo origen es la llamada enmienda foral
vasca, fue trasladada exclusivamente a dos estatutos de autonomia, el vasco y el ara-

4. Lahistoria de la hacienda de los reinos espaiioles, todavia por completar, puede documentarse
a través de las siguientes obras: «La Hacienda del Antiguo Régimen», de Miguel Artola, en Enciclope-
dia de Historia de Espaiia, Madrid, Alianza Editorial, 1988-1993; Hacienda y Estado en la crisis del An-
tiguo Régimen espaiiol, de Josep Fontana, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, 1973; Historia de la
Hacienda de Esparia, de Manuel Garzén Pareja, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, 1984.

5. Eltexto en cataldn es el siguiente: «La Constitucié empara i respecta els drets historics dels territo-
ris forals. Lactualitzacid general del dit régim foral es duri a terme, si escau, en el marc de la Constitucid i
dels estatuts d autonomia».
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gonés. Asi, la disposicién adicional tercera del vigente Estatuto de autonomia de
Aragén sefiala que «la aceptacién del régimen de autonomia que se establece en el
presente Estatuto no implica la renuncia del pueblo aragonés a los derechos que
como tal le hubieran podido corresponder en virtud de su historia, los que podrdn
ser actualizados de acuerdo con lo que establece la disposicién adicional primera de
la Constitucién».®

Estas disposiciones se refieren a aquellos territorios integrados en la monarquia
espafiola que, pese a la unificacién del derecho publico y de las instituciones poh’ti—
cas y administrativas, mantuvieron parcialmente sus peculiaridades forales, segtin
ha manifestado reiteradamente el Tribunal Constitucional. Este serfa el caso del
Pais Vasco y de Navarra, afectado el primero por las leyes de 25 de octubre de 1839
y de 21 de julio de 1876, tras las guerras carlistas, que suprimieron buena parte de
sus particularidades forales. Sin embargo, las tres provincias vascas mantuvieron, a
partir del Real decreto de 28 de febrero de 1878, un régimen fiscal propio, inte-
rrumpldo no obstante, respecto a Vizcaya y Guiptizcoa, a partir de 1937, y subsis-
tente Gnicamente en Alava y Navarra.

Esta misma situacién se produjo respecto de los antiguos territorios de la Coro-
na de Aragén, si bien en un contexto histérico distinto. Los decretos conocidos
como de conquista o instauracidn, tras la Guerra de Sucesién, suprimieron los orde-
namientos juridicos forales de Aragén, Catalufia, Valencia y las Islas Baleares, in-
cluidas las tradicionales haciendas auténomas y soberanas. Los posteriores Decretos
de Nueva Planta (1707-1711) reintegraron los derechos privados o civiles, a excep-
cién de Valencia, aunque ya estaban condenados al anquilosamiento por la ausen-
cia de instituciones que los desarrollasen y actualizasen en el futuro.

Tanto la jurisprudencia como la doctrina cientifica han subrayado el pleno ca-
rdcter normativo de la disposicién adicional primera de la Constitucidn, si bien su
normatividad se hace efectiva por una invocacién historicista que, lejos de constituir
un titulo competencial auténomo, debe actualizarse dentro del marco constitucional.
La penetracién de la historicidad en la Constitucién no es un hecho aislado: la histo-
ria también aparece en los derechos humanos (articulo 10), la tradicién mondrquica
(articulo 56), la legitimidad dindstica (articulo 57), las provincias con entidad regio-
nal histérica (articulo 143), los proyectos estatutarios plebiscitados en el pasado
(disposicién transitoria segunda), la derogacién de las leyes revocatorias de los fue-
ros vascos (apartado segundo de la disposicién derogatoria), entre otros.

Ahora bien, la cuestién fundamental reside en la determinacién de la titulari-
dad de los derechos histéricos —amparados y respetados, no reconocidos, porque
la Constitucién no puede reconocer algo preexistente— o, en otras palabras, cudles
son los territorios forales acreedores de tal declaracién constitucional. Y para ello, la
propia Constitucion y el bloque de constitucionalidad ofrecen multiples férmulas in-
terpretativas, segin se aluda al concepto de nacionalidad o comunidad histérica, al
cardcter civil de los fueros, a la voluntad del constituyente o a la derogacién explici-

6. El texto en cataldn es el siguiente: «Lucceptacid del régim dauronomia que sestableix en el pre-
sent Estatut no implica la rensincia del poble aragonés als drets que com a tal li haguessin pogut correspondre
en virtut de la seva historia, els quals podran ser actualitzats d'acord amb el que estableix la disposicid addi-
cional primera de la Constitucidr.
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ta de las leyes derogatorias de los fueros vascos, aunque el resultado de una reflexién
individual sobre cada una de estas férmulas proporcione consecuencias juridicas to-
talmente divergentes.

Una de estas teorias interpretativas se fundamenta en la referencia que el articu-
lo 2 de la Constitucién efectda al término nacionalidades, pese a que su generaliza-
cién y adopcidn en varios estatutos de autonomia, como el de Aragdén, Canarias y
Valencia, la hacen impracticable a la hora de extraer criterios discriminatorios. El
problema podria solucionarse acudiendo a las denominadas comunidades histéricas
que hubiesen plebiscitado afirmativamente en el pasado sus respectivos proyectos
estatutarios (disposicidn transitoria segunda de la Constitucién), esto es, Pais Vas-
co, Catalufia y Galicia. No obstante, hay que tener muy en cuenta que esta disposi-
cién, ademds de su naturaleza provisional, estaba disefiada para excepcionar a di-
chas comunidades de algunos de los requisitos de acceso a la autonomia, y que al
haber sido ejercida esa posibilidad, la propia disposicién habria agotado su eficacia
transitoria, resultando inoperante ponerla en relacién con cualquier otra previsién
constitucional.

Otra teorfa, alimentada en la voluntad del constituyente, implicaria lo dispues-
to en la disposicién derogatoria, apartado segundo, de la Constitucidn, sobre las le-
yes derogatorias de los fueros vascos de 1839 y 1876, de tal forma que el «amparo,
respeto y posible actualizacién» de los derechos histéricos harfa referencia exclusiva-
mente a las provincias o territorios forales del Pais Vasco, a los que implicitamente
se afiadirfa Navarra. Esta derogacién expresa no operé por lo que respecta a los De-
cretos de Nueva Planta, a pesar de ser una reivindicacién permanente de algunas de
las comunidades que formaron parte de la extinguida Corona de Aragén. Ahora
bien, serfa preciso entender que unas normas basadas en la fuerza, el dominio abso-
luto y el derecho de conquista estarian viciadas por la inconstitucionalidad sobreve-
nida o, si no queda mds remedio, afectadas por la derogacion genérica de la Consti-
tucién. En cualquier caso, si el constituyente hubiese querido limitar el alcance del
reconocimiento de los derechos histéricos al Pafs Vasco y Navarra, asi lo habria ex-
presado indudablemente, pero no lo hizo seguramente para evitar bloquear el posi-
ble desarrollo de otros territorios forales, como lo demuestra el hecho de que el legis-
lador no objetase ni vetase la inclusién de una cldusula de defensa histérico-foral en
el Estatuto aragonés.

Por fin, una dltima teorfa, inestable por la oscuridad y variabilidad de la doctri-
na del Tribunal Constitucional, que después analizaremos, aunque tremendamente
clarificadora en el contexto interpretativo que ofrece el contenido de la Constitu-
cién, hace referencia a la fuerte imbricacién existente entre la disposicién adicional
primera (derechos histéricos de los territorios forales) y el articulo 149.1.8 (dere-
chos civiles, forales o especiales). La significativa férmula de rehabilitacién y reco-
nocimiento de esos derechos forales —en su dimensién privada— «alli donde exis-
tan», en relacién con la descripcién que realiza el articulo 13 del Cédigo civil de las
provincias y territorios forales (no olvidemos que el titulo preliminar del Cédigo es
de aplicacién general a todo el ordenamiento juridico), ofrece una lista exhaustiva y
taxativa: Pais Vasco —o, mejor, sus territorios histdricos—, Navarra, Galicia, Aragén,
Catalufa y las Islas Baleares.

Esta teorfa ha sido adoptada por la doctrina del Consejo de Estado para inter-
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pretar que, a la luz de la disposicién adicional primera y del articulo 149.1.8 de la
Constitucidn, los titulares de los derechos histérico-forales son Catalufia, Euskadi y
Galicia —a los que se anade el caso de Navarra—, empleando para ello el juego
analdgico de la disposicién transitoria segunda (comunidades histdricas) y el crite-
rio hermenéutico de la voluntas legis. Ello excluirfa, sin fundamento juridico apa-
rente y dando fuerza normativa a categorias construidas politicamente, los casos
aragonés y balear, en los que el Consejo de Estado no invoca la disposicién adicio-
nal primera de la Constitucién ni la disposicién adicional tercera del Estatuto de
autonomia de Aragén y, por lo tanto, el resultado doctrinal es justamente el inverso.
Baste recordar, no obstante, que la doctrina del Consejo de Estado, pese a constituir
un referente vélido para informar la actuacién administrativa, carece de toda virtua-
lidad como fuente de nuestro ordenamiento juridico.

2. Lajurisprudencia constitucional sobre la foralidad y los derechos bistéricos’

Los criterios doctrinales sobre la historicidad foral y la foralidad civil han sido
abordados por las sentencias del Tribunal Constitucional 76/1988, de 26 de abril,
aunque referidos a los territorios histdricos vascos, y 88/1993, de 12 de marzo, so-
bre la Ley aragonesa de equiparacién de hijos adoptivos. Una posible interpretacién
de la doctrina constitucional proporciona como resultado los siguientes criterios
hermenéuticos.

En primer lugar, las comunidades auténomas en cuyo territorio preexiste un
derecho foral propio adquieren, en virtud de la Constitucién y de sus respectivos
estatutos de autonomfa, competencias legislativas para conservarlo, modificarlo y
desarrollarlo, esto dltimo entendido como comprenswo de todas las materias cone-
xas que puedan resultar de su desarrollo orgdnico. Ello incluirfa la posibilidad de
reintegrar el derecho foral preexistente a la Constitucién recurriendo a la costumbre, a
los principios generales inspiradores del correspondiente ordenamiento juridico-
foral, o a la recuperacién de instituciones histéricas dadas por desaparecidas pero
integrantes en el pasado de una configuracién peculiar de su régimen foral.

En segundo lugar, lo anterior sélo puede explicarse si interpretamos la regla del
articulo 149.1.8 a la luz de la disposicién adicional primera de la Constitucidn.
Mientras el articulo 149.1.8 es una norma competencial residual —a favor de algu-
nas comunidades auténomas— y una garantfa institucional —de la foralidad—, la
disposicién adicional primera es una cldusula definitoria, que preside todo un gru-
po normativo y sirve de pardmetro interpretativo de todas las disposiciones que lo
integran.

7. La doctrina del Tribunal Constitucional sobre los derechos histéricos ha sido abordada por
varios autores, aunque siempre desde la perspectiva vasca y navarra: Los derechos histdricos de los territo-
rios forales: bases constitucionales y estatutarias de la administracion foral vasca, de Tomds-Ramén Fer-
ndndez, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1985.

Asimismo, Derechos histdricos y Constitucidn, de Miguel Herrero de Mifidn, Madrid, Taurus,
1998, y de éste con Ernest Lluch, Derechos histéricos y constitucionalismo titil, Barcelona, Critica, 2001;
y por ultimo, de varios autores, Foralismo, derechos histéricos y democracia, Bilbao, Fundacién BBV,
1998. La excepcidn la debemos a Joaquim Ferret i Jacas en Catalunya i els drets historics, Barcelona,
Instituto de Estudios Autonémicos, 2001.
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Sélo el amparo y respeto alli consagrados en pro de la historicidad pueden ex-
plicar la configuracién del articulo 149.1.8 como una garantia institucional de la fo-
ralidad y, al mismo tiempo, como una atribucién de competencias que, pese al cardc-
ter genérico que posee atendiendo a su literalidad, tendrfa distinto alcance segtin la
condicién, histérica o no, de cada comunidad auténoma. Esta linea interpretativa,
fundamentada en la disposicién transitoria segunda de la Constitucién con crite-
rios exclusivamente de oportunidad politica y exentos de elementos de juicio histé-
rico-juridicos, servirfa, por ejemplo, a la doctrina del Consejo de Estado para negar
a la Comunidad Auténoma de Aragén sus derechos a una posible caracterizacién
como territorio foral y, en consecuencia, a la actualizacién constitucional de sus de-
rechos histdricos, y vendria a desmentir las tesis homogeneizadoras que el Tribunal
Constitucional inauguré en su Sentencia 16/1984, de 6 de febrero, y que posterior-
mente no se ha atrevido a corregir o invertir con especulaciones o pronunciamien-
tos doctrinales definitivos.

Finalmente, de todo lo anterior se desprende que, a la luz de la disposicién adi-
cional primera de la Constitucién, lo que eran derechos forales se transforman en
derechos histdricos susceptibles de actualizacién. Y ello supone una doble conse-
cuencia: por lo que se refiere al elemento subjetivo, emergen nuevos titulares de de-
rechos histéricos, ademds de los conocidos Pafs Vasco y Navarra, extendiendo su
virtualidad a otras comunidades como Catalufia y Galicia —segun el Consejo de
Estado— y como podrian ser las de Aragén y Baleares —segtin criterios exclusiva-
mente histérico-juridicos— no negados en ningtin momento por el Tribunal
Constitucional. Y respecto al elemento objetivo, la foralidad se convierte asf en un
titulo competencial. Al ser la disposicién adicional primera, no una garantfa insti-
tucional, sino una cldusula definitoria que incorpora un principio general de orga-
nizacién, el principio de historicidad, estd claro que éste tiene que implicar el reco-
nocimiento de varias singularidades, no sélo en el orden civil o privado, sino
también en la configuracién del dmbito publico, politico o0 administrativo.

3. La efectividad de los derechos histdricos en el Estatuto de autonomia de Aragén

La disposicién adicional tercera del Estatuto de autonomia de Aragén tiene ca-
rdcter plenamente normativo y de total efectividad frente a todos los poderes publi-
cos. Serfa incongruente predicar la normatividad absoluta de la disposicién adicio-
nal primera de la Constitucién y negar tal naturaleza a una disposicién estatuaria
que, no lo olvidemos, fue aceptada por las propias Cortes Generales en la versién
original del Estatuto y que no ha sido modificada ni cuestionada en las sucesivas re-
formas de que ha sido objeto. Obviar su contenido juridico y su causalidad histéri-
ca—aludiendo a su inanidad juridica, como hace parte de la doctrina— equivaldria
a imputar al Parlamento el empleo de una pésima técnica legislativa y a actuar con
cierta indolencia politica, de lo que no puede especularse a la ligera teniendo en cuen-
ta que es el drgano soberano por excelencia. Ademds, cabe recordar que el Estatuto
de autonomfa, como veremos mds adelante, ocupa un lugar preeminente y prefe-
rencial en el denominado bloque de constitucionalidad y que es precisamente a este
tipo de normas a las que se remite la Constitucién para propiciar la actualizacién de
los derechos histéricos de los territorios forales.
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Es importante subrayar que el contenido de la disposicién adicional tercera
(séptima en el primer texto estatutario y quinta después de su primera reforma) del
Estatuto de autonomia de Aragén fue introducida, via enmienda, en el debate par-
lamentario de tramitacién y aprobacién del primer proyecto estatutario. En su jus-
tificacién, el parlamentario autor de la misma sefialé «que se trata de garantizar, rei-
terando la férmula empleada en el Estatuto vasco, los resultados de un examen en
profundidad y, por ello, con el exigible detenimiento, de los derechos histéricos de
Aragén suprimidos por el Decreto de Nueva Planta y otras disposiciones». La Po-
nencia asumié esta redaccién y fue aprobada en el seno de la Comisién Constitu-
cional por unanimidad, en el Pleno del Congreso de los Diputados con un solo
voto en contra y tres abstenciones y en el Senado también por unanimidad. La cldu-
sula foral estatuaria abre necesariamente la posibilidad de reintegrar el régimen fo-
ral histérico de Aragén y, por consiguiente, de actualizarlo en el futuro en algunos
de sus aspectos tradicionales, tales como el del régimen fiscal propio, que podria
conseguirse por procedimientos semejantes a los del pase foral o al estilo del amejo-
ramiento navarro. Esto, por otro lado, aludirfa al sistema de pacto (o bien a las ac-
tuales denominaciones juridicas de convenio, acuerdo o concierto) como concurren-
cia de voluntades o de relacién contractual que implica una innovacién del estatus
de las partes que participan en el mismo.®

Por otra parte, la condicién de la Comunidad Auténoma de Aragén como ze-
rritorio foral es indiscutible. Asi lo avalan el articulo 149.1.8 de la Constitucidn, el
articulo 13 del Cédigo civil y las constantes referencias a la foralidad que realiza
el Estatuto de autonomia. El hecho de que el Tribunal Constitucional sélo se haya
pronunciado sobre los derechos histéricos vascos y navarros, incluso sin negar los
de otros territorios forales, resulta comprensible por ser aquéllos titulares indiscuti-
bles y objetivos prioritarios de la disposicién adicional primera de la Constitucién,
ya que es ahi donde la foralidad y la historicidad se han exteriorizado con mayor ro-
tundidad. La posicién del Consejo de Estado en esta cuestidn resulta, sin duda, ju-
ridicamente irrelevante.

Desde otra perspectiva, cualquier jurista, cualquier historiador o cualquier
estudioso que retina ambas condiciones podria constatar que algunos de esos de-
rechos histéricos aragoneses concernieron al régimen fiscal y a las obligaciones
con la Corona (los denominados servicios), el juramento real en Cortes, las limi-
taciones al servicio militar, la prohibicién de extranjerfa para cargos publicos, el
régimen de acufiaciones monetarias, la organizacién de la vigilancia armada in-
terior, etc. Si bien algunas de estas peculiaridades de su régimen foral tradicio-
nal no son exportables al actual sistema constitucional, no existe duda alguna
sobre la posibilidad de reintegrar y actualizar algunos elementos histéricos, per-
fectamente encuadrables en el marco juridico actual, como el de la hacienda au-
ténoma.

8. La principal fuente de documentacién la debemos a Manuel Contreras en La forja de la auto-
nomia: bases documentales y proceso de reforma del Estatuto de autonomia de Aragén, Cortes de Aragén,
Zaragoza, 1998. Asimismo, en el Informe sobre la reforma del Estatuto de autonomia de Aragon: estudios
sobre el texto elaborado por la Comision especial para la reforma del EAR, creada por acuerdo del Pleno de
las Cortes de Aragén de 7 de mayo de 1992.
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Ahora bien, ya se ha visto como el Tribunal Constitucional ha negado que la
posibilidad de actualizacién de los derechos histéricos de los territorios forales sea
un titulo competencial directo e inmediato. Ello implicaria la inadecuacién del ins-
trumento de negociacion recogido en el articulo 48 del Estatuto de autonomia de
Aragén para reintegrar, actualizindolo constitucionalmente, un régimen fiscal con-
certado, exclusivamente fundamentado en la constatacién histdrica de la preexis-
tencia, en su régimen foral tradicional, de una hacienda auténoma y soberana. En
consecuencia, sélo una reforma del Estatuto de autonomia, en la que se determina-
se expresamente el alcance y contenido de la actualizacién rehabilitadora de algunos
derechos histéricos que, como el que nos ocupa, sean compatibles con el orden
constitucional, podria activar la reserva establecida en la disposicién adicional ter-
cera de nuestra norma institucional bdsica. Posteriormente deberfan adecuarse las
leyes estatales financieras a esa reforma, de acuerdo con el principio de colaboracién
que preside esta materia.

IV. El Estatuto de autonomia como norma institucional superior
del ordenamiento juridico-politico

1. Elvalor superior del Estatuto de autonomia y su posicion en el bloque
de constitucionalidad

En la formacién del Estatuto de autonomfa coinciden dos voluntades: la del
Estado y la de la comunidad auténoma. Las dos voluntades son igualmente necesa-
rias. La comunidad por si sola no puede dotarse de un estatuto; pero el Estado, por
su parte, no puede crear un estatuto sin la colaboracién de la comunidad o de la re-
presentacion de ésta. El Estatuto no puede considerarse como una simple manifes-
tacién de la voluntad del Estado: de conformidad con los articulos 146 y 151 de la
Constitucion, las asambleas alli citadas preparan un proyecto de estatuto, sin el cual
éste no llegarfa a producirse. Por otra parte, el Estatuto no puede considerarse como
una simple manifestacién de la voluntad de la comunidad auténoma: tal tesis equi-
valdria a negar la soberania del Estado y a infravalorar la intervencién de las Cortes
Generales en la ratificacién o en la tramitacién y aprobacién del Estatuto. De este
modo, el Estatuto es un acto complejo, pero un acto complejo de condicién desi-
gual puesto que, pese a ser elaborado por una asamblea representativa de la comuni-
dad auténoma, tiene que ser ratificado o, en su caso, aprobado por las Cortes Gene-
rales; y, por consiguiente, quien ratifica o aprueba se halla en una posicién de
superioridad. El que los distintos territorios intervengan en la elaboracién de los es-
tatutos y las comunidades auténomas en su reforma, y que lo hagan por caminos
abiertos al pacto politico, ha llevado a afirmar que los estatutos son normas paccio-
nadas en el sentido de fruto de la concurrencia de dos poderes. No es asi en absolu-
to: la aprobacidn de los estatutos y de su reforma corresponde exclusivamente a las
Cortes Generales. La participacién en su elaboracién y reforma significa tan sélo
que los estatutos son leyes reforzadas.

Los estatutos de autonomia son, pues, leyes estatales que tienen el cardcter de
orgdnicas. Esta es su naturaleza, que no excluye, sino que sirve al propio tiempo para
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explicar por qué nace de ellas un ordenamiento secundario o la razén de que se eri-
ja, dicho en términos de la Constitucidn, en la norma institucional bésica de las co-
munidades auténomas. La Constitucién ha querido darles ese cardcter (articulo 81)
y, siendo asi, importa ya menos que sea, por muchas razones, una ley orgdnica con
caracteristicas que la diferencien de las demds (asi, el articulo 27 de la LOTC habla
de «os estatutos de autonomia y las demds leyes orgdnicas»). Lo es, por descontado,
por razén de la iniciativa, la formacién del proyecto, su tramitacidn, aprobacién y
reforma, etc. El caso de los estatutos aprobados haciendo uso de lo establecido en la
disposicién adicional primera de la Constitucién no es distinto; también en este
supuesto el Estatuto es una ley estatal orgdnica. Y no es un obstdculo a esta aprecia-
cién que haya derechos histéricos forales reconocidos directamente por la Consti-
tucién. Esto significa que el legislador no tiene libertad absoluta para fijar el conte-
nido de tales estatutos de autonomia, pero la limitacién, como la que resulta del
procedimiento de uso obligatorio en los demds estatutos, deriva directamente de una
previsidn constitucional. Aunque uno de esos derechos histéricos sea el de partici-
par en la fijacién y actualizacidn del contenido foral, esta participacién no presta
mayor fuerza o diferente eficacia a la ley que aprueba los estatutos de autonomia, ni
tampoco varfa su peculiar naturaleza.

Fijada esta tesis, undnimemente aceptada por la doctrina, hay que poner énfa-
sis en las diferencias y matices que distinguen al Estatuto de autonomia del resto
de leyes orgdnicas. En primer lugar, por lo que se refiere a la iniciativa, se halla
confiada a los sujetos a los que el articulo 87 de la Constitucién confia de manera
general. Ello significa que el Estado no puede imponer su voluntad exclusiva al
tiempo de formar la comunidad auténoma, ya que la manifestacién de la volun-
tad de ésta es inexcusable. En segundo lugar, desde el punto de vista del conteni-
do, mientras el de una ley orgdnica puede ser determinado libremente por el legis-
lador, siempre y cuando se mantenga dentro de los limites marcados por la
Constitucidn, es decir, del dmbito de las materias reservadas, el contenido de los
estatutos viene determinado por los articulos 147 y 152 de la Constitucién, donde
se fijan las materias que necesariamente han de contener estas normas, sin perjui-
cio de las adiciones que puedan proponerse y sean conformes a la Constitucidn.
En tercer lugar, en cuanto a la rigidez, ya que ésta sustrae al legislador ordinario la
modificacién de las normas estatutarias. La aprobacién y reforma del Estatuto re-
quiere un procedlmlento especialmente gravoso en sus condiciones, mientras que
para el resto de leyes orgdnicas s6lo se exige mayorfa absoluta del Congreso en una
votacién final sobre el conjunto del proyecto. Si los estatutos de autonomia tuvie-
ran el mismo rango que las leyes orgdnicas, segtin el principio jerdrquico-cronolé-
gico, podrian modificar o derogar cualquier ley orgdnica anterior y, a su vez, ser
modificados o derogados por una ley orgdnica posterior, pero resulta evidente que
esto no es asi. Ademds, el que se aplique a los estatutos un concepto de reforma es
por si mismo bastante significativo, porque la existencia de un procedimiento es-
pecial de reforma no es congruente con la ley ordinaria ni, incluso, con la ley orgd-
nica. Juridicamente, dejando fuera la Constitucién, no existen mecanismos lega-
les de reforma. Por lo tanto, la previsién de mecanismos de reforma acerca a los
estatutos a la propia Constitucién y, por el contrario, los aleja del resto de leyes or-
gdnicas.
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Resulta, asimismo, que la Constitucién permite distinguir entre el Estatuto y la
ley orgdnica que lo aprueba. De acuerdo con los principios generales, los actos so-
metidos a aprobacién no son absorbidos por los actos a través de los cuales son
aprobados, sino que conservan, frente a éstos, cierta individualidad especifica. De
la misma forma que los estatutos de entidades menores o los reglamentos de ciertas
actividades son aprobados mediante decreto del correspondiente poder ejecutivo,
conservando su propia sustantividad, los estatutos de las comunidades auténomas
mantienen la suya, aunque se requiera su ratificacién o aprobacién por parte del Es-
tado por medio de procedimientos de naturaleza legislativa. En este caso, la ley or-
gdnica es simplemente el vehiculo o instrumento legal para que una comunidad
pueda asumir las competencias previstas de forma voluntaria.

Llegados a este punto, lo que hemos expuesto hasta aqui nos permite situar el
Estatuto de autonomia en el sistema de fuentes, cuestién en general pacifica entre la
doctrina. Asi, por lo que respecta a la relacién Estatuto de autonomia/ley estatal,
cabe sefialar su estricta separacidn, es decir, que sus relaciones vienen establecidas
por el criterio de separacién competencial y no por el de jerarquia. No puede ser de
otro modo, puesto que el estatuto tiene materias reservadas constitucionalmente
(articulos 147 y 152) que no pueden ser invadidas por la ley estatal —bastarfa la
contradiccién material con su contenido de la regulacién que pretenda cualquier
otra norma del Estado para que ésta incurriese en inconstitucionalidad— y, ade-
mds, sélo a ellas puede extenderse la norma estatutaria. De esta forma, no pueden
producirse coincidencias en la regulacién de una materia por el Estatuto de autono-
mia y la ley del Estado y no es necesario acudir al principio de jerarquia normativa
para delimitar sus relaciones.

Asimismo, la doctrina mayoritaria ha llegado a reconocer al Estatuto de autono-
mia una posicién especial de cierta superioridad en lo referente al resto de las fuen-
tes del derecho, excepcidn hecha de la Constitucién y las leyes de reforma. Esta si-
tuacién de superioridad del Estatuto de autonomia en el sistema de fuentes es
aceptada también por el Tribunal Constitucional, que ha utilizado normalmente el
Estatuto como pardmetro de la validez de las leyes subordindndolo exclusivamente
a la Constitucién, aunque bien es verdad que no se trata de una superioridad abso-
luta, sino de una superioridad condicionada que habrd que determinar en cada caso
y como resultado de una interpretacién conjunta de la Constitucidn, el Estatuto de
autonomia y la ley estatal en cuestién. Al respecto, véase la Sentencia 18/1982, de 4
de mayo, del Tribunal Constitucional. Precisamente con motivo de esta jurispru-
dencia constitucional se empezé a construir la nocién de blogue de constitucionali-
dad, como contenido de la Constitucion total del Estado, o de la también denomina-
da Constitucién territorial, que sitda los estatutos de autonomia en una posicién
singular, junto a la Constitucién, por lo que se refiere al resto del ordenamiento ju-
ridico estatal.

De esta forma, puede quedar definida la posicién de los estatutos en el siste-
ma de fuentes estatal, a través de una misma eficacia (fuerza formal activa) que las
demds leyes orgdnicas, pero también para contar con una fuerza formal pasiva
muy superior, puesto que no pueden ser modificados por ley alguna —aunque
sea posterior—, emanada tnicamente en virtud de la potestad legislativa del Es-
tado. Es, pues, una fuerza formal pasiva, distinta y superior al resto de las leyes or-
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gdnicas, porque constituyen actos juridicos complejos que s6lo pueden ser modi-
ficados por actos de su misma naturaleza y no por otros actos juridicos de distinto
nivel.

Ahora bien, los estatutos de autonomia son también normas de cardcter esen-
cialmente politico, que colaboran decisivamente con las normas constitucionales
en la determinacidn de la forma territorial del Estado espafol, producto de un po-
der estatutario (derivado de la Constitucién) compartido entre los sujetos del dere-
cho ala autonomia y las Cortes Generales como médxima representacién de la sobe-
ranfa. Dentro de la teorfa del blogue de constitucionalidad, los estatutos son normas
secundarias, complementarias y directamente derivadas de las normas constitucio-
nales. De este modo, los estatutos vendrian a suponer el cierre del sistema de distri-
bucién constitucional del poder territorial, si bien dicho cierre no es, ni puede ser-
lo, completa y absolutamente definitivo, como tampoco lo es, pese a la rigidez de su
reforma, la propia Constitucién. De ahi que se haya hablado también de la des-
constitucionalizacién de la forma de Estado, sin remitirse al legislador ordinario,
sino a un legislador de caracteristicas tinicas, que instaura una reserva de estatuto a
una potestad estatuyente compartida, que no desaparece con la aprobacién de los
estatutos de autonomia y la constitucién de las comunidades auténomas, sino que
persiste como principio derivado de la Constitucién y cobra nueva vida cuando se
inicia o culmina cualquier reforma estatutaria.

2. La aplicacion preferencial del Estatuto de autonomia respecto a la LOFCA
en materia financiera

Desde esta posicién preeminente en el blogue de constitucionalidad, no existe
ninguna duda sobre la aplicacién preferencial —como pardmetro constitucional de
interpretaciéon— del Estatuto de autonomia de Aragén sobre una ley orgdnica co-
mun como es la LOFCA. Cabe subrayar, en referencia a esto, el cardcter potestativo
que la LOFCA, como ley orgdnica, tenia para el legislador en el desarrollo de la
Constitucién, dado el tenor del articulo 157.3. Asimismo, hay que destacar que, en
sentido material, es imposible identificar esta norma como ley orgdnica, salvo que
se aplique un criterio tautoldgico, pues su contenido no es relativo «al desarrollo de
los derechos fundamentales y de las libertades publicas», ni por descontado aprueba
ningln estatuto, ni afecta al «régimen electoral», que son los tres supuestos materia-
les de estas leyes recogidos en el articulo 81 de la Constitucién. Asi que la LOFCA
es una ley orgdnica de las «demds previstas en la Constitucién», como termina esta-
bleciendo el citado precepto.

La LOFCA, ademds, es una ley materialmente financiera y, por lo tanto, una
ley especial. Sin embargo, el problema se plantea, una vez mds, sobre el tema de la
posicién jerdrquica en la que hay que situar esta norma ante posibles colisiones o
discordancias con aspectos financieros regulados en los estatutos o en otras leyes ha-
bilitadas por disposiciones estatutarias, como sucede con el articulo 48 del Estatuto
de autonomia de Aragén. El propio articulo 1 de la LOFCA no es precisamente un
ejemplo de técnica legislativa cuando establece que «la financiacién de las comuni-
dades auténomas se regird por la presente Ley orgdnica y por el Estatuto de cada
una de estas comunidades [...]», anadiendo, en su disposicién final, que «las normas
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de esta Ley serdn aplicables a todas las comunidades auténomas, debiendo interpre-
tarse armdénicamente con las normas contenidas en los respectivos estatutos».

Y esa interpretacién arménica —prescindiendo incluso de los argumentos an-
teriormente expuestos sobre la posicién preeminente de los estatutos de autonomia
en relacidn con el resto de leyes orgdnicas, entre las que necesariamente hay que in-
cluir la LOFCA, por mds que ésta resulte de la busqueda de un consenso politico—
sblo puede realizarse por via de los principios y las disposiciones institucionales y
del nivel secundario que respecto a las mismas recogen los estatutos de autonomifa.
Referente a ello, y para evitar intiles reiteraciones, tenemos que remitirnos al epi-
grafe sobre el principio de autonomia financiera y el modelo de financiacién auto-
némica. Del valor y naturaleza del Estatuto de autonomfa y de una interpretacién
exclusivamente constitucional no puede ponerse en duda la aplicacién preferencial
de aquél frente a cualquier norma, excepcién hecha de la Constitucidn, cualquiera
que sea su rango y consideracién.

No obstante, no se cuestiona aqui el papel que la LOFCA ocupa en la regula-
cién y evolucién de los institutos juridicos encargados de fijar la estructura e identi-
dad de los sucesivos modelos en el sistema de financiacién autonémica y dentro del
denominado blogue de constitucionalidad. Asi, segiin la Sentencia 68/1996 del Tri-
bunal Constitucional:

«Con el articulo 157.3 CE, que prevé la posibilidad de que una ley orgdnica
regule las competencias financieras de las comunidades auténomas, no se pretendié
sino habilitar la intervencién unilateral del Estado en este dmbito competencial a
fin de alcanzar un minimo grado de homogeneidad en el sistema de financiacién
autonémico, orillando asf la dificultad que habria supuesto que dicho sistema que-
dara exclusivamente al albor de lo que se decidiese en el procedimiento de elabora-
cién de cada uno de los estatutos de autonomfa. Su funcién no es, por tanto, como
es obvio, la de establecer una reserva de ley orgdnica en cuya virtud cualquier aspec-
to atinente al nutrido grupo de recursos autonémicos enumerados en el articulo
157.1 CE requiriese ineludiblemente una norma de tal rango, sino sencillamente
permitir que una ley orgdnica—Ila actual LOFCA— pudiese insertarse en el bloque
de la constitucionalidad delimitador del concreto alcance de las competencias auto-
némicas en materia financiera.»’

Ahora bien, esta finalidad uniformadora debe someterse a una serena reflexién
constitucional. Para ello hay que poner en relacién con el articulo 157.3 (remisién
alaley orgdnica para regular el ¢jercicio de las competencias financieras) el uso que
el titulo VIII de la Constitucidn efecttia del término competencias, que hace refe-

9. El texto en cataldn es el siguiente: «Amb larticle 157.3 CE, que preveu la possibilitat que una
llei organica reguli les competéncies financeres de les comunitats autonomes, no es va pretendre sind habili-
tar la intervencid unilateral de I'Estat en aquest ambit competencial a fi d arribar a un minim grau d’ho-
mogeneitat en el sistema de financament autondomic, desplacant aixi la dificultat que hauri comportar que
aquest sistema quedés exclusivament a l'atzar del que es decidis en el procediment d'elaboracié de cadascun
dels estatuts d'autonomia. La seva funcid no é, per tant, com & obvi, la d'establir una reserva de lei orgir-
nica en virtut de la qual qualsevol aspecte relativ al nodrit grup de recursos autondomics enumerats en larti-
cle 157.1 CE requeris ineludiblement una norma d'aquest rang, siné senzillament permetre que una llei
organica —l actual LOFCA— pogués inserir-se en el bloc de la constitucionalitat delimitador de l'abast
concret de les competéncies autonomiques en matéria financera.»
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rencia a la asuncién por una comunidad auténoma de la disponibilidad sobre una
determinada materia a través de su Estatuto de autonomia. Competencias estatu-
tariamente asumidas dentro de las materias constitucionalmente asumibles. Esta
es la norma constitucional para la delimitacién de competencias entre el Estado y
las comunidades auténomas, como subrayé de forma particularmente solemne el
Tribunal Constitucional en su Sentencia 76/1983 (en ocasién de la controverti-
da LOAPA): «Por lo que se refiere a la delimitacién de competencias entre el Esta-
do y las comunidades auténomas, de acuerdo con lo que determina el articulo
147.2.d de la Constitucién son los estatutos de autonomia las normas llamadas
a fijar las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitu-
cién [...]»"°

Y esta norma resulta aplicable también a la financiacién autonémica. Asi, la
LOFCA no es una norma atributiva de competencias, sino reguladora del ¢jercicio
de las competencias financieras asumidas por las comunidades auténomas a tra-
vés de sus estatutos de autonomfa. Asf lo reconoce expresamente esta norma, cuyo
articulo 10.2 dice textualmente: «Se entenderd efectuada la cesién cuando haya te-
nido lugar en virtud de precepto expreso del correspondiente Estatuto, sin perjuicio
de que el alcance y condiciones de la misma se establezcan en una ley especificar.
Dicho en otras palabras: la LOFCA como decisién unilateral del Estado pudo in-
sertarse en el bloque de constitucionalidad autonémico cuando el derecho a la
autonomia todavia no habia sido ejercido por los distintos entes territoriales en
colaboracién con el Estado. Sin embargo, en la actualidad, la LOFCA sélo puede
ser una norma reactiva, es decir, una norma que reacciona ante los cambios que in-
troduzcan o propicien los estatutos de autonomia en la financiacién autonémica a
través del procedimiento de reforma en ellos previsto. Si se reforman los estatutos y
se revisan, de modo particular o generalizadamente, la financiacién autonémica,
entonces podrd o deberd intervenir el legislador estatal a fin de regular el ¢jercicio de
las nuevas competencias financieras. Este serfa el caso de una materializacién del
Acuerdo bilateral entre el Estado y la Comunidad Auténoma de Aragén, en el cual,
si convinieran en aspectos sustanciales en materia de financiacién, implicaria no
s6lo la aprobacién mediante ley estatal sino, posiblemente, la modificacién de las
leyes de financiacién y de cesién de tributos.

La reforma de los estatutos de autonomia es el procedimiento a través del cual
se garantiza el derecho de los territorios (esto es, de su representacién democrdti-
ca) a participar en la definicién del bloque de constitucionalidad. No obstante, el
procedimiento actual, via LOFCA, que ha supuesto una modificacién sustancial
del bloque de constitucionalidad, se ha producido sin que aquellas representacio-
nes soberanas hayan participado en la aprobacién del nuevo modelo de financia-
cion autondmica, ya que en el Consejo de Politica Fiscal y Financiera dnicamente
estdn presentes los gobiernos de las comunidades auténomas. Si se aceptase esta
forma de proceder, resultaria que el bloque de la constitucionalidad puede ser

10. El texto en cataldn es el siguiente: «Pel que fa a la delimitacié de competencies entre I'Estat i
les comunitats autonomes, dacord amb el que determina l'article 147.2.d de la Constitucid, son els esta-
tuts d autonomia les normes cridades a fixar les competéncies assumides dintre del marc establert en la
Constitucid [...]».
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modificado unilateralmente por el legislador estatal previo acuerdo de los gobier-
nos autonémicos (y no de todos) en un érgano meramente consultivo, cuya in-
tervencién ni siquiera resulta obligatoria, segin reiterada jurisprudencia consti-
tucional (STC 63/1986, 96/1990, 237/1992 y 68/1996), y cuyas decisiones
tampoco trascienden por estar excluidas de ser publicadas en el Boletin Oficial del
Estado.

V. Elacuerdo bilateral sobre tributos y el sistema de concierto

El acuerdo bilateral previsto en el articulo 48 del Estatuto de autonomia de
Aragén admite dos interpretaciones. Una esencialmente restrictiva, que atiende en
especial a la participacidn territorializada de Aragén en los tributos generales que se
determinen y las condiciones para la aprobacién de recargos sobre tributos del siste-
ma fiscal general, pero siempre dentro del marco del articulo 157.3 de la Constitu-
cién y de la legislacién de desarrollo. En este sentido, la prevision estatuaria no su-
pone novedad alguna respecto al modelo de negociacién disefiado por la Ley
orgdnica de financiacién de las comunidades auténomas y las leyes de cesién de tri-
butos a las mismas (general o marco, y particulares). Como mdximo, puede aprove-
charse el mandato estatutario para hacer efectivas las tradicionales reivindicaciones
sobre revisién del porcentaje de participacién derivado de la minoracién de ingresos
por modificaciones en los tributos cedidos, asi como sobre la adopcién de ciertas
medidas compensatorias, cuestiones ambas previstas en la disposicién adicional
segunda del Estatuto, ya sea por medio de las técnicas previstas en el articulo 158
de la Constitucién como contenido minimo o en otras férmulas de compensacién
—horizontal (directa o indirecta) y vertical— distintas en las que pueda articularse
el principio de solidaridad.

Otra interpretacién, mds amplia y expansiva, considera la voluntad estatutaria
inicial, los antecedentes parlamentarios, la férmula abierta del propio articulo 48
«Al efecto de concretar lo dispuesto en el articulo anterior, y de forma especial [...]»,
pero, ante todo, la intima conexién con la disposicién adicional tercera del Estatuto
(actualizacién de derechos histéricos), permitiendo requerir, como fruto de la ne-
gociacién a la que estdn obligadas tanto la Administracién general del Estado como
la de la comunidad auténoma, la reintegracién para ésta de un régimen fiscal con-
certado que, por el sistema de cuota (cupo), y a través de la tradicional votacidn de
los servicios, formé parte irrenunciable de su foralidad politica."

Al respecto, el Tribunal Constitucional, en su Sentencia 76/1988, sefial6 que
«no puede desconocerse que, histéricamente, la determinacién de las aportaciones
de las haciendas forales a la estatal ha venido realizdindose mediante el sistema de
conciertos, que implica un elemento acordado o paccionado, integrante del niicleo
del régimen foral, y que constituye, por tanto, parte del contenido minimo de la ga-

11. En esta materia existe una amplia bibliografia, en la que destacamos los siguientes trabajos
monogréficos: £/ concierto econdmico y la disposicién adicional segunda, de Manuel Beldarrain, Ofiati,
Instituto Vasco de Administracion Publica, 1998; El concierto econdmico: evolucion, caracteres y funda-
mento de la financiacién vasca, Ofiati, Instituto Vasco de Administracién Publica, 1994.
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rantia institucional de ese régimen, en cuanto que su desaparicién supondria la de
un factor esencial para que pudiera reconocerse la pervivencia de la foralidad»."

Pese a que no es objeto del presente trabajo elaborar un minucioso estudio so-
bre el sistema de concierto, dadas las escasas y reducidas posibilidades de éxito que
tiene esta férmula —por razones de orden politico—, hay que hacer referencia, no
obstante, a tres aspectos fundamentales que deberdn tenerse en cuenta en su confi-
guracion, negociacién y posible extensién a las comunidades herederas de la Coro-
na de Aragdn: el cardcter pactado de la concertacién, el mecanismo de la cuota
(cupo) y la atribucién de potestades normativas. En primer lugar, la negociacién de
un régimen de concierto deberia determinar sobre qué impuestos se reservan las fa-
cultades de exaccidn, gestidn, liquidacién y recaudacién de la Comunidad Auténo-
ma, as{ como aquellos tributos no concertados y, por tanto, exceptuados, que po-
drian ser ceditos en el futuro. La negociacién del concierto se efectuaria
bilateralmente en comisién mixta, cuyo acuerdo deberia ser confirmado por los
consejos ejecutivos de ambas administraciones, y aprobado por norma estatal su-
ficiente, entendiendo como tal una norma de mera ratificacién de las dos volunta-
des concurrentes. La palabra concierto no es sino la voluntad pactada, el acuerdo en-
tre el poder central y el autonémico. En su dimensidn financiera, el concierto, en la
acepcién mds estricta y restringida, es el marco juridico en el que se distribuyen,
parcelan y desarrollan las competencias en materia tributaria del Estado y, en su
caso, de la Generalidad o Gobierno autonémico, que determinarfa de forma me-
diata los ingresos que deberia percibir este tltimo.

En segundo lugar, el contingente estarfa formado por el importe de la recauda-
cién de los tributos concertados, minorado por los gastos que el Gobierno auténo-
mo realizase en sustitucién del Estado como contribucién de la comunidad por las
cargas estatales no asumidas por la propia comunidad. En referencia a ello, cabe se-
falar que el Acuerdo 1/1982, del Consejo de Politica Fiscal y Financiera, contem-
plé que «la valoracién de las cargas asumidas por los territorios forales se realizard de
forma homogénea con la del coste efectivo de los servicios transferidos a las demds
comunidades auténomas y aplicando la misma metodologfa [...]»."* Por tltimo, el
régimen de concierto se caracteriza asimismo por el conjunto de atribuciones nor-
mativas y administrativas de que gozan las comunidades de régimen foral sobre los
tributos concertados, teniendo competencia para establecer, mantener y regular su
propio régimen tributario.

En definitiva, el establecimiento de un régimen de concierto con la Comuni-
dad Auténoma de Aragén, o con sus comunidades hermanas —improbable, como
se ha sefialado—, podria consistir, bien en un sistema de cuota (cupo) global susti-

12. El texto en cataldn es el siguiente: «No pot desconéixer-se que, historicament, la determinacid de
les aportacions de les hisendes forals a l'estatal sha realitzat mitjangant el sistema de concerts, que implica
un element acordar o paccionat, integrant del nucli del régim foral, i que constitueix, per tant, part del con-
tingut minim de la garantia institucional d aquest régim, ja que la seva desaparicid suposaria la d’un facror
essencial perque pogués reconéixer-se la pervivéncia de la foralita.

13. El texto en cataldn es el siguiente: «[...] la valoracid de les ciarregues assumides pels territoris fo-
rals es realitzara de forma homogenia amb la del cost efectiu dels serveis transferits a les altres comunitats
autonomes i aplicant la mateixa metodologia [...]».
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tutivo de los impuestos que se determinaran, que facultase a la Comunidad para la
exaccién, gestién, liquidacidn, recaudacién e inspeccién de tributos, o bien en
otro tipo de convenio que atendiera a la participacién de la Comunidad en los in-
gresos del Estado, el establecimiento de recargos impositivos deducibles de la cuo-
ta en tributos no cedidos o cualquier otro instrumento financiero autonémico. Si
se conviniera un régimen de concierto o similar, éste deberfa acomodarse a las si-
guientes bases:

— La comunidad auténoma podria mantener, establecer y regular su régimen
tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, asi como a las
normas de coordinacién, armonizacién fiscal y colaboracién que se hubiesen pactado.

— La exaccidn, gestién, liquidacidn, recaudacidn e inspeccién de todos los im-
puestos que se concertaran, determinando aquellos que quedarfan excluidos, sin
perjuicio de una cesién posterior, y siempre en colaboracién con el Estado.

— La aportacién de la comunidad auténoma al Estado consistirfa en un con-
tingente global como contribucién a todas las cargas del Estado que no asumiera la
propia comunidad. El contingente acordado deberfa ser actualizado periédicamen-
te'y, en todo caso, anualmente.

— El concierto se aplicarfa, en cualquier caso, de acuerdo con el principio de

solidaridad.

VI. Conclusiones

Primera. El articulo 48 del Estatuto de autonomia de Aragén efecttia un man-
dato obligatorio para suscribir un Acuerdo bilateral de cardcter financiero, que se
halla condicionado por las expresas limitaciones de su posible contenido, asi como
por la sumisién al marco del articulo 157.3 de la Constitucién y a la legislacién de
desarrollo, esto es, a la Ley orgdnica de financiacién de las comunidades auténomas
y las leyes de cesién de tributos. El Estatuto de autonomia ocupa, no obstante, una
posicién preeminente en el bloque de constitucionalidad'y es de aplicacién preferen-
cial respecto a la LOFCA en materia financiera. El Estatuto de autonomia acttia
como primera referencia del pardmetro competencial y, sélo posteriormente, las le-
yes estatales financieras pueden operar en colaboracién con aquél para integrar el
sistema de financiacién autonémica. En definitiva, no es el Estatuto de autonomia
el que debe enmarcarse en el modelo disefiado por la LOFCA, sino que es ésta la
que tiene que articular las disposiciones estatutarias en la materia.

Segunda. Los limites impuestos a la negociacién del Acuerdo por el propio arti-
culo 48 del Estatuto de autonomia estdn expresados de modo flexible: no puede ex-
cluirse, de existir concurrencia de voluntades, una negociacién abierta que obtuvie-
ra como resultado la consecucién de un concierto o un convenio econémico, si no
similar, cuando menos sf homologable al que regula las relaciones fiscales entre el
Estado y el Pais Vasco; aunque es preciso subrayar las dificultades no ya juridicas,
sino politicas, que cierran esa posibilidad y que la hacen sumamente improbable.

Tercera. La Comunidad Auténoma de Aragén podria acogerse a la posibilidad
de actualizacién de sus derechos histéricos a la que, por su caracterizacién como te-
rritorio foral, podria acceder por medio de la disposicién adicional primera de la
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Constitucién y de la disposicién adicional tercera del Estatuto de autonomfa. No
existen criterios histérico-forales ni juridico-constitucionales para excluir a la Co-
munidad Auténoma de Aragén de su condicién foral, la cual estd reconocida por el
juego interpretativo del articulo 149.1.8 de la Constitucién, el articulo 13 del Cé-
digo civil y el propio Estatuto de autonomia. Y precisamente uno de aquellos dere-
chos histéricos, reintegrables y actualizables, es la posesién de una hacienda auté-
nomay soberana, que contribufa a las cargas de la monarquia espafiola a través de la
votacidn de los servicios en las Cortes aragonesas, pero que fue suprimida, junto al
resto del ordenamiento juridico foral aragonés, a excepcién del derecho privado,
por los denominados Decretos de Nueva Planta.

Cuarta. Constatada histéricamente la preexistencia tradicional de una hacien-
da aragonesa, similar en su funcionamiento a la tradicionalmente conocida como
concertada, caracterizada la comunidad auténoma como territorio foral y aceptada
la posibilidad constitucional de actualizacién y reintegracién de algunos de sus de-
rechos histéricos, debe sefialarse, no obstante, que la via juridica material para ins-
trumentar esta constante y legftima aspiracién no parece que pueda ser la previsién
estatuaria que se remite a un condicionado acuerdo bilateral, sino que, de confor-
midad con la doctrina del Tribunal Constitucional, deberia ser el propio Estatuto
de autonomia el que determinase expresamente el alcance y contenido de la actuali-
zacién de los derechos histérico-forales, cuestién no recogida en la norma institu-
cional bdsica de Aragén, a excepcién de la indeterminada declaracién prevista en su
disposicién adicional tercera.

Quinta. El alto grado de improbabilidad juridica —cuando no de imposibili-
dad politica— para alcanzar un acuerdo satisfactorio al margen del modelo comun
de financiacién autonémica, y una vez agotadas las posibles vias de didlogo, colabo-
racién, negociacién y, incluso, conciliacién arbitral, obligarfa a la Comunidad Au-
ténoma de Aragén a la judicializacion del conflicto. La negativa para negociar, el in-
cumplimiento radical o la simple inobservancia o, sencillamente, la interposicién
de obstdculos insalvables por parte de la Administracion del Estado con vistas a la
consecucién y materializacién del Acuerdo bilateral motivarfan por si mismos la
impugnacién ante la jurisdiccién contencioso-administrativa por inactividad con-
vencional (articulo 25.2 de la Ley reguladora de la jurisdiccién contencioso-admi-
nistrativa). Asimismo, podria plantearse un conflicto positivo de competencias
por omisién ante el Tribunal Constitucional (articulo 61.1 de la Ley orgdnica del
Tribunal Constitucional), aunque debe alertarse sobre las escasas posibilidades de
admisién por esta via a la vista de la precedente jurisprudencia del propio Tribunal,
por la que convendria justificar que la omisién de un acto o de una actividad obli-
gatoria del Estado produce unos efectos similares a la invasién competencial (impo-
sibilidad de ejercicio de competencias financieras o disminucién de las mismas por
negativa del Estado). En cualquier caso, el planteamiento del conflicto deberfa ir
dirigido no sélo a la interpretacién del articulo 48 del Estatuto de autonomia sino
también a extraer del Tribunal Constitucional pronunciamientos esclarecedores so-
bre la caracterizacién de las comunidades auténomas de Aragén, Cataluna, Islas
Baleares y Pais Valenciano como territorios forales, asi como sobre las posibilidades
de acogerse a la actualizacién de sus derechos histéricos y, entre ellos, de forma es-
pecial, de la reintegracién de una hacienda concertada.
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